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Paraguay 

ACUERDO Y SENTENCIA N° 501/2018 

Acción de Inconstitucionalidad: “Pedro Armando Noguera Danieli C/ artículo 1 

de la Ley N° 4.333/2011”.  
 

Criterios jurisprudenciales 

La Ley N° 4333/2011 solo beneficiaría a unos pocos empresarios dedicados al rubro de la venta 

de vehículos nuevos y consumidores capaces de adquirir dicho producto, en perjuicio de una 

generalidad de personas en medianas condiciones económicas para adquirir productos usados 

en buenas condiciones, vulnerando con ello el artículo 46 de la Constitución Nacional, referente 

al principio de igualdad. 

El ciudadano como consumidor, es quien debe optar, ejerciendo su derecho de elección, por la 

mejor oferta del mercado, favoreciendo a la actividad comercial justa y equilibrada, haciendo 

la salvedad que en lo que respecta a la seguridad, se deben establecer medidas que protejan 

dicho aspecto, imponiendo acciones a ser adoptadas y las sanciones respectivas, en caso de 

incumplimientos, por los órganos competentes. 

La protección a la libre competencia económica tiene también como objeto, la competencia 

en sí misma considerada, es decir, más de salvaguardar  la relación o tensión entre 

competidores, y le permita al Estado evitar la conformación de monopolios, las prácticas 

restrictivas de la competencia o eventuales abusos de posiciones dominantes que produzcan 

distorsiones en el sistema económico competitivo. Así se garantiza tanto el interés de los 

competidores, el colectivo de los consumidores y el interés público del Estado. 

Al respecto el artículo 1° de la Ley Suprema establece el carácter jurídico del Estado, al definirlo 

como “un Estado social de derecho, unitario, indivisible y descentralizado, adoptando para su 

gobierno la democracia representativa, participativa y pluralista, fundada en el reconocimiento 

de la dignidad humana". Así, la concepción del Estado social de derecho guarda relación con 

una preocupación general sobre la problemática social, y otra en particular como la de corregir 

los desequilibrios de la población. En tal sentido su tarea es la promoción y remoción de las 

condiciones existentes para que la igualdad sea real y efectiva, y por tanto, la protección de los 

sectores más débiles de la sociedad. 

A través del acto normativo impugnado se percibe un palpable desequilibrio que se establece 

entre los ciudadanos que integran esa sociedad que debe ser protegida por el Estado, pues por 

un lado estarían los importadores que se dedican a la importación de vehículos usados, 

restringidos a 10 años de antigüedad a sus años de fabricación, y por el otro lado los ciudadanos 

particulares que no pudiendo adquirir un vehículo nuevo tampoco podrán acceder a otro a 

mayor antigüedad al de su fabricación. Ante tal situación, no cabe duda que el Estado como 

protector de los intereses de la sociedad en general, en relación al de unos particulares, debe 

restablecer el equilibrio social. 

La libre concurrencia es un proceso de comportamiento competitivo que admite graduaciones, 

tanto de pluralidad como de fluidez. La competitividad exige la descentralización en la 

formación de los precios, que implícitamente constituye una tutela del consumidor, en la medida 

que la competencia induce a la distribución de recursos a más bajo precio. 


